
El discurso del gobierno en materia
de seguridad insiste en una idea
que va consolidándose: protegerse

del delito es, en último término, responsa-
bilidad de cada ciudadano. Llamarlo “au-
tocuidado” suaviza lo que en realidad es
una forma específica de gobernar la segu-
ridad. La inseguridad deja de ser un pro-
blema político, para volverse una condi-
ción que cada uno debe administrar.

El académico Pat O’Malley llamó a es-
to “prudencialismo”: la expectativa de que
el ciudadano actúe como un gestor de sus
propios riesgos, adoptando conductas pre-
ventivas de forma individual. Lo que antes
era una responsabilidad colectiva del Esta-
do pasa a ser una tarea personal. El auto-
cuidado no es una invitación a la autono-
mía, sino la forma en que el Estado delega
lo que ya no quiere o no puede garantizar.

Ese discurso llega en un momento en

que se debaten ajustes presupuestarios
que podrían afectar programas diseña-
dos para manejar y prevenir el delito. La
Política Nacional de Crimen Organiza-
do y el plan Calles sin Violencia enfren-
tan una incertidumbre que tiene conse-
cuencias reales; este último opera direc-
tamente en los territorios donde la inse-
guridad es mayor y el Estado tiene
menos presencia.

Las consecuencias
de este desplazamiento
son conocidas en la evi-
dencia académica. Con-
vertir la seguridad en un
asunto de conducta in-
dividual oscurece las
condiciones sociales
que la hacen posible. Distribuye la res-
ponsabilidad según la capacidad de au-
toprotección de cada uno, ignorando
que el riesgo no se reparte de manera
uniforme sino siguiendo desigualdades
territoriales y socioeconómicas. Y le da
cobertura a un Estado que endurece el
control, pero evita las causas que pro-

ducen el delito. Los eventuales recortes
a programas que abordan pobreza, ex-
clusión o violencia intrafamiliar enca-
jan sin fricciones en esa lógica.

Hay otro riesgo que se suele omitir.
Cuando la seguridad se resuelve de for-
ma individual, el espacio para la justicia
por mano propia se expande. Desde la
exclusión hasta el linchamiento, esas

respuestas no contie-
nen la violencia sino
que la desplazan, ero-
sionando el Estado de
derecho mientras el Es-
tado se repliega.

L a s e g u r i d a d n o
puede ser un derecho
que se ejerce solo si se

tienen los medios para hacerlo. Depen-
de de un Estado que intervenga sobre
las condiciones que la hacen posible
para todos. Un Estado que exige auto-
cuidado mientras recorta prevención
no está gobernando la inseguridad, está
aprendiendo a vivir con ella, y enseñán-
donos a hacer lo mismo.
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“La seguridad no
puede ser un
derecho que se
ejerce solo si se
tienen los medios
para hacerlo”.
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La ultraderecha ha recurrido siste-
máticamente a leyes ómnibus. La
Ley Bases de Milei, las reformas

de Orbán en Hungría y la One Big Beauti-
ful Act de Trump lo son. El patrón es
reconocible: una narrativa de emergen-
cia, un proyecto totalizante y una trami-
tación acelerada. El Presidente Kast
presentó también un proyecto ómnibus:
más de cuarenta medidas que abarcan
invariabilidad tributaria, rebaja del im-
puesto corporativo, reforma del sistema
de evaluación ambiental, endurecimiento
de penas y reducciones a la gratuidad.
La heterogeneidad de las leyes ómnibus
no es un defecto de diseño ni una mera
estrategia de copamiento comunicativo.
Constituye la propia lógica interna del
instrumento. Es la forma jurídica que
adopta la política de denuncia y ruptura
radical. Al abarcar simultáneamente
materias tan disímiles, el proyecto no
responde a problemas sectoriales de
manera técnica: declara que la crisis fue
sistémica. No propone un tratamiento
localizado, sino una amputación.
Hacia el futuro, y esto es más preocu-
pante, funciona como instrumento de
concentración del poder. La técnica
ómnibus socava de manera profunda la
función deliberativa. Al Congreso corres-
ponde producir una deliberación pública
representativa sobre el contenido de
toda ley; materia por materia y artículo
por artículo. Esa deliberación es una
condición de la legitimidad democrática.
Una ley no es legítima solo porque fue
aprobada por mayoría, sino porque a la
mayoría antecedió un examen, discusión
y una eventual modificación, conducida
por representantes con competencias
específicas, sobre sus ideas matrices. La
estructura ómnibus hace esa delibera-
ción materialmente imposible.
Nadie puede examinar con rigor cuaren-
ta medidas heterogéneas de manera
simultánea. La capacidad técnica de las
comisiones, el tiempo de los parlamenta-
rios y la atención de la opinión pública
son recursos escasos que el volumen del
proyecto extenúa, acaso de manera
deliberada. Lo que no se examina no se
modifica, no se aprueba ni se rechaza:
simplemente se certifica.
Esa degradación es la propia lógica del
proyecto: convierte la oposición parla-
mentaria en obstrucción a la reconstruc-
ción, y al Congreso en un buzón. La ley
ómnibus exige no legislar, sino plebisci-
tar. La legislación deviene aclamación.

Leyes ómnibus y
aclamación
plebiscitariaCuando fracasó el impulso refunda-

cional de la izquierda, el gobierno
de Gabriel Boric no tuvo demasia-

do margen para detenerse a procesar lo
ocurrido. La entonces oposición, por su
parte, sin tener al frente una propuesta
ideológica vigorosa contra la cual comba-
tir, entendió que bastaba con instalar una
agenda de urgencias reconocibles —se-
guridad, control migratorio, progreso ma-
terial— para ganar la elección.

La política chilena entró en una pau-
sa en la que las diferencias no desapare-
cieron, pero quedaron anestesiadas. Pero
esa pausa ha empezado a desvanecerse
porque cuando un nuevo gobierno llega,
cada medida activa cadenas de interpre-
taciones, temores, exageraciones y anta-
gonismos en ese segmento minoritario
pero influyente de la población que sí está
interesada en la política. Y ante esa fanati-
cada, el peor de los incentivos se activa: el
corto placismo.

Por un lado, la actual oposición, a fal-
ta de una idea de país, recurre a la denun-
cia menor. Si la primera dama usó o no
guantes. Si una cena del presidente con

sus amigos fue o no pagada con recursos
públicos. Por cierto, no es que eso carez-
ca de importancia.

El problema es que ese tipo de con-
troversias no organiza una aspiración de
poder ni ofrece un principio de direc-
ción. No ordena prioridades, no dibuja
un proyecto, no responde la pregunta
elemental de para qué se
quiere gobernar. Cuan-
do una oposición reem-
plaza la imaginación de
un futuro posible por la
vigilancia obsesiva de
detalles, empieza a pare-
cerse más a una cuenta
exaltada de redes socia-
les que a una alternativa
real de gobierno.

Por el otro, el gobierno parece haber
interpretado mal su propio mandato. Se
habla de emergencia como si Chile estu-
viera al borde de un derrumbe material,
cuando buena parte del malestar parece
tener otro registro. La población a veces
pide algo más modesto pero también
más difícil de dar: previsibilidad, conti-
nuidad, la sensación de que el piso no se-
guirá moviéndose bajo sus pies.

Cuando se interpreta ese malestar
como disponibilidad automática para
cualquier reforma o cualquier costo, se

confunde el cansancio con mandato. Y
como la emergencia nunca es un pro-
yecto de futuro, la razón de ser del po-
der construido sobre ella se desvanece.

Y así, unos preocupado de la inge-
niería de detalles y los otros de que la
realidad se acomode a su relato, la pola-
rización de la élite sigue creciendo. La

pausa se acaba y, la-
mentablemente, el
aprendizaje no se hizo.

El país sale del
adormecimiento polí-
tico, pero sale sin una
élite más lúcida, sin
partidos más respon-
sables y sin una con-
versación pública me-
jor entrenada para dis-

tinguir entre conflicto político, sustanti-
vo y estructural de simple histeria. Lo
que viene, me temo, es otra temporada
de desmesura, con más gesticulación
que juicio y más denuncia que idea.

Frente a eso, habrá que defender la
moderación fanáticamente. Retomar
una pausa, pero no la del repliegue, sino
la de la disciplina; no la que adormece
las diferencias, sino la que impide que el
propio bando se entregue al delirio.
Porque esto hay que detenerlo antes de
que el deterioro se vuelva costumbre.

Que el deterioro no se vuelva costumbre

Jorge Fábrega,
Socio Datavoz

“Lo que viene, me
temo, es otra
temporada de
desmesura, con más
gesticulación que
juicio y más
denuncia que idea”.
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